Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 10 minutos.) 


-Ante todo, queremos informar que aún está pendiente la reunión con el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social y que hemos acordado recibir a la Comisión Permanente de Pensiones Graciables 
el día 2 de mayo. De manera que vamos a insistir en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para 
que concurra lo más pronto posible. 


Recibiremos entonces a la delegación que ha pedido audiencia. 
(Ingresan a Sala los representantes de FUECYS, ATSS, PIT-CNT) 


-La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene mucho gusto en recibir a una 
delegación de representantes de FUECYS, ATSS, PIT-CNT, integrada por los señores Raúl Ferrando, 
Marcelo Recalde, Gustavo Aisa, Miguel Eredia, Nicolás Cal y Carlos Allegue, quienes han sido 
invitados para referirse al tema de las tercerizaciones en áreas públicas, en relación con la Ley N* 
18.099. 


SEÑOR EREDIA.- Quiero agradecer en nombre de la Mesa Representativa y del Secretariado 
Ejecutivo del PIT-CNT la pronta respuesta de la Comisión a la solicitud de los compañeros para ser 
recibidos. 


Este es un tema que preocupa al movimiento sindical, en función de toda la situación que 
conlleva. 


En la década del noventa se produjo un proceso de desregulación laboral, que no implicó la 
eliminación de ninguna ley, de las tantas que existen en nuestro Derecho Laboral, que respetan la 
condición del trabajo, del trabajador y le otorgan derechos. En esa época bastante complicada, y en 
función de determinadas intenciones, se dieron una serie de circunstancias que tienen que ver con 
cómo se llevó adelante a partir de ese momento la relación entre el trabajo y los trabajadores en 
nuestro país. 


A modo de introducción, vamos a señalar algunas cosas. 


En opinión del movimiento sindical, las tercerizaciones son un abuso y suponen una 
discriminación, ya que legitiman grados de inferioridad en lo referente al salario, a los beneficios, a las 
condiciones de trabajo y también en lo que tiene que ver con las condiciones de estabilidad laboral y 
antigúedad en la tarea. Esto afecta a los trabajadores tercerizados en relación a los trabajadores 
contratados directamente. 


El Estado es quien debe abogar por la justicia social y la igualdad; sin embargo, este es quien 
discrimina, divide y somete a trabajadores a condiciones, a veces, indecorosas, producto de un 
proceso de tercerizaciones que se ha producido en nuestro país y que particularmente afecta al área 
pública, independientemente de que también hay tercerizaciones en el sector privado. A lo largo de 
este proceso de años, lo que ha sucedido, a nuestro entender, es que muchos trabajadores han visto 
rebajados sus derechos y el Estado es el gran perjudicado. 


Por otra parte, a lo largo de los años, muchas de las empresas que tercerizan los servicios -es 
un palabra que puede sonar muy fuerte, pero es la verdad, y tenemos ejemplos para abonar lo que 
vamos a decir- han robado los ingresos de los trabajadores y han huido, estafando así tanto a 
trabajadores como al propio Estado. Lo han hecho por no realizar los correspondientes aportes al 
Banco de Previsión Social y, en muchos casos, también ante el cierre de empresas en infracción o a la 
hora de que el Estado rescinde contratos al comprobar esta situación, a partir de denuncias, 


particularmente, de las organizaciones sindicales. Es necesario hacer una salvedad: hay empresarios 
que cumplen a cabalidad con la normativa, pero hay otros que no  -esto es muy triste- y eso hace que 
exista competencia desleal, que es algo que va en contra del propio empresario. A veces se da el caso 
de que un empresario pone como titular a un testaferro o a un familiar y la empresa nuevamente vuelve 
a ser contratada. 


Nosotros, como movimiento sindical, no negamos que se haya avanzado en esta materia, 
puesto que eso ha permitido ir arreglando algunos de estos temas. Por ejemplo, tenemos el caso de la 
reinstalación de la negociación colectiva, a partir de la cual los trabajadores podemos negociar 
salarios y condiciones de trabajo. En fin, sabemos que se han producido avances en lo que tiene que 
ver con la normativa en la seguridad social en nuestro país. La norma que reguló lo que nosotros 
llamamos tercerizaciones, también fue un avance y tenemos ejemplos concretos de lo que estamos 
diciendo. No obstante, hay empresas contratadas en determinados ámbitos que, hoy, por el personal 
que trabaja todo el mes aportan a la seguridad social, pero lo tienen registrado por la mitad de los 
jornales. 


En estos momentos, nosotros, como PIT-CNT y como Federación del comercio, estamos en 
negociaciones en el ámbito de la Dirección Nacional de Trabajo con una empresa que les descuenta a 
los trabajadores las cuotas asumidas con instituciones crediticias del país o instituciones que otorgan 
garantías de alquiler -incluso, muchas veces descuentan hasta la cuota sindical- y, sin embargo, luego 
se quedan con el dinero y no les pagan a esas instituciones. Quien se ve perjudicado es el trabajador; 
lo digo porque, inclusive, se ha dado el caso de que algunos han sido notificados por estas 
instituciones de que tienen que dejar su hogar en función de que hay un incumplimiento. En realidad, el 
incumplimiento no es del trabajador; es más, tiene un recibo de sueldo que dice que se le descontó. 


SEÑOR PASQUET.- Eso es delito. 


SEÑOR EREDIA.- Es delito, y así lo denunciamos en la Dirección Nacional de Trabajo; pero, 
lamentablemente, a veces las cosas no se solucionan tan rápido como debería y por ello hay 
trabajadores que van a ser desalojados de su hogar. Este es un ejemplo particular de todas las demás 
cuestiones que mencionamos y queremos decir a qué nos estamos refiriendo cuando hablamos de 
robo porque, tal como dice el señor Senador, eso es delito; no tiene otro nombre. El problema es que 
cuando queremos desandar el camino a través de las denuncias de las organizaciones sindicales, 
quien vuelve a pagar es el propio Estado. Como ejemplo podemos mencionar a ASSE o al INDA, que 
han pagado jornales de empresas que han incumplido. 


Queríamos manifestar la enorme preocupación que tiene el movimiento sindical y poner 
estos ejemplos. Nuestro país es firmante del Pacto Mundial para el Empleo, que implicó un acuerdo 
entre Gobiernos, empresas y trabajadores acerca de la importancia del empleo; para nosotros se trata 
de la importancia del empleo y también de sus condiciones, ya que debe ser un empleo digno y con 
derechos. A veces -esa es la razón de que hayamos venido acá-, todo este tipo de situaciones atentan 
contra los buenos empresarios, los trabajadores y todos quienes componemos la sociedad en Uruguay. 


Para terminar, quiero mencionar que el Secretariado Ejecutivo del PIT-CNT ha resuelto la 
conformación de una Comisión con la participación de todos los sindicatos y federaciones que 
componen nuestra central sindical, en virtud de la importancia que damos a este tema. Como tantas 
veces lo hemos hecho, hoy venimos a golpear la puerta del Parlamento Nacional -que debe ser caja de 
resonancia de los problemas de nuestra sociedad-, porque es un tema que nos preocupa, que 
involucra a todos y que esperamos poder solucionar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR AISA.- Nosotros vamos a referimos a algunos casos particulares, porque la Ley N* 18.099, 
que nosotros denominamos de tercerizaciones, fundamentalmente pretende salvaguardar los derechos 
de todos los trabajadores en el ámbito privado, cosa que en el sector público parece imposible. 
Nosotros tenemos abierto el Consejo de Salarios en el Grupo 19 Subgrupo 02, relacionado con 
empresas suministradoras de mano de obra, donde está incluido todo trabajo interno en cualquier lugar 


del Estado; allí tenemos salarios y demás cuestiones. Los salarios son muy bajos: de $ 8.000, $ 9.000 
o $ 10.000; y hay tres franjas: servicios, administrativos y técnicos. Pero es muy difícil distinguir entre 
administrativos y trabajo de servicio; lo más fácil es incluirlos dentro de la franja de servicios. Algunas 
tareas que en el ámbito privado definimos como administrativas, por ejemplo, las de cadete o la 
realización de trámite, para el Estado son servicios. Además, como el Estado no tiene categorías sino 
solamente escalafones, es muy difícil ubicarlos en un lugar. 


Existen otros tipos de tercerizaciones, como es el caso de empresas que tienen convenio 
con el INAU, las Intendencias y el Mides. El INAU, además, tiene convenios con particulares porque se 
encarga de niños de cero a diecisiete o dieciocho años; el Mides trabaja con gente de la calle y las 
Intendencias lo hacen con personas que se encargan de cortar el pasto, etcétera. Y todos ellos 
provienen de sectores muy bajos. 


El Estado promociona y hace que los salarios se rijan por el Grupo 16, Subgrupo 07 
“Enseñanza no formal”. También se pretende, en la Comisión que integran el PIT-CNT, el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y las patronales, que todas las ONG que así lo quieran, se incorporen a ese 
Grupo. A su vez, la Comisión de Clasificación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ha puesto 
varios ejemplos para determinar en qué lugar debe estar cada sector. Eso hace que los trabajadores no 
tengan salarios ni condiciones de trabajo adecuadas. De esta manera, el Estado no solo se arriesga a 
perder a estos trabajadores, sino que también pierde calidad de trabajo. 


Hoy hablábamos del gran problema de la violencia que tenemos instalada en la sociedad, de 
los muchachos, etcétera, pero hay compañeros de trabajo que perciben un salario de $ 8.000 o $ 
9.000, y saben que tendrían que ganar mucho más. Algunos de ellos trabajan cuarenta y ocho horas a 
la semana -y a veces más- cuidando niños. Además, a veces son perseguidos si se organizan 
sindicalmente y acusados de maltratar a los niños. ¿Pueden estos trabajadores cumplir sus tareas de 
esta manera? 


Otro problema que visualizamos es que el Estado, el INAU, las Intendencias y el Mides no 
controlan. 


Hemos entablado muchísimas demandas en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Lamentablemente, tenemos que iniciarlas para que nos paguen lo que nos corresponde y, cuando no 
se cumple, terminamos yendo a juicio. ¿Y quién paga cuando se ganan estos juicios? Pagamos todos. 
Hemos ganado todos los juicios y los que pagan son las Intendencias, el Mides y el INAU. Es decir, 
paga Juan Pueblo. 


Creemos que esta norma debe ser mejorada, aunque no sabemos si con una reglamentación 
nueva. Todas las personas que trabajan en empresas que tercerizan servicios al Estado se ven 
perjudicadas de una forma u otra. Y reitero que una de las peores cosas que suceden es que no existe 
control alguno en ningún lado. 


Nos dirán que el INAU efectivamente controla, pero nosotros decimos que lo único que hace 
en ese sentido es ir a los hogares y hablar con el equipo técnico -psicólogos, médicos, psiquiatras, 
Directores-, pero no con los trabajadores, y ni siquiera con los niños. Hay niños que ya son bastante 
grandecitos, adolescentes, y pueden perfectamente decir qué es lo que pasa. 


Por otro lado, queremos decir que hay niños en los hogares del INAU que en dos o tres años 
no han salido a pasear. Una compañera me comentó que un niño vio un perro y se asustó porque creía 
que era un monstruo. ¡Nunca había visto un perro! ¡Toda la ciudadanía debería saber estas cosas! 
Tenemos que hacer algo para que esto cambie, pero si no damos a los trabajadores las herramientas 
para que puedan sentirse bien en su trabajo y así atender a esa población, su futuro va a seguir siendo 
igual que ahora. No solamente debemos hacer cosas para que no haya más violencia y la gente siga 
cayendo en las cárceles; tenemos que entender que son niños y que los podemos ayudar para que su 
futuro no sea tan incierto. Digo esto porque cuando llegan a los dieciocho años lo único que les dan es 
una pensión del Banco de Previsión Social, que es la asignación familiar. Ahora, me pregunto adónde 
van y qué hacen con esa plata. ¿Pueden trabajar? ¿Son dirigidos para trabajar o para estudiar? ¿El 


Estado sabe qué pasa después? Lo mismo ocurre con la gente que está en la calle. Estas personas 
van a los refugios y lo único que hacen es estar en un lugar. ¿El Estado controla si el refugio realmente 
cumple lo que debe hacer, es decir, dar la cena a las personas que concurren, asegurarse de que 
estén bien junto con los chiquilines que van al lugar y ayudarlos a buscar trabajo? Y cuando no 
aparecen más, ¿el Estado sabe lo que pasó? No lo saben y no les interesa. Hay empresas a las que 
no les importa que la gente esté mejor. 


Voy a contar un caso que conozco. Una compañera joven que trabajaba en un refugio se 
enamoró de un muchacho que iba allí, que tenía una discapacidad por la que cobraba una pensión del 
Banco de Previsión Social. Ella decidió llevárselo para la casa -la madre lo sabía; es una muy buena 
familia-, pero lo que ocurrió fue que la empresa la despidió del refugio, aduciendo que ella se había 
llevado a ese muchacho a su casa para quedarse con la pensión que él cobraba. Para que tengan una 
idea de lo que estamos hablando, no sé si la pensión alcanzaba los $ 2.000. Entonces, esta muchacha 
se quedó sin trabajo y de él no se sabe nada. Pero lo peor de todo esto es que esa empresa sigue 
cobrando por las treinta camas que hay en el refugio, porque no son treinta personas, son treinta 
camas que cobra, y a nadie le importa si hay alguien o no en ellas. Estas cosas deben cambiar, porque 
perjudican a los trabajadores, pero también a la gente. 


SEÑOR FERRANDO.- Pertenezco a la Federación Uruguaya de Empleados de Comercio y Servicios. 


Agradecemos la invitación que nos hiciera la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social a los efectos de explicar la preocupación que tenemos frente a las tercerizaciones y, 
especialmente, las del Estado. 


Nosotros entendemos que se han desvinculado muchos trabajos que antes eran directamente 
de las empresas estatales, como son los servicios de limpieza y de seguridad, y se ha deformado el 
tema teniendo empresas que aportan ese trabajo. Como explicaron los compañeros que me 
antecedieron en el uso de la palabra, el control que se realiza al respecto es muy pobre; en algunas 
empresas del Estado funciona bien, pero en otras funciona mal. Tenemos trabajadores que son de 
empresas de limpieza de la salud del Estado que terminan atendiendo teléfonos, haciendo tareas en 
las morgues, trasladando los cuerpos hasta allí, cuando eso no es algo que les corresponda hacer. No 
tenemos control sobre las tareas que realiza cada compañero. Estamos bregando porque se solucione 
eso, pero a veces chocamos contra murallas, porque no nos escuchan, no nos entienden, o piensan 
que como tienen al trabajador allí lo pueden utilizar para todo. Estamos luchando por reglas claras en 
las tercerizaciones, para que haya un clearing de informes de las empresas que suministran mano de 
obra al Estado. Nos está pasando, por ejemplo, que la parte administrativa del INDA está tercerizada, y 
ante ello nos preguntamos quién va a recoger ese trabajo el día que se termine esa tercerización. Digo 
esto porque la compañera que sea despedida cuando termine la tercerización se llevará el trabajo 
administrativo y lo que quedarán serán los papeles, pero no se sabrá cómo se hacía esa tarea. 
Tendremos que sentarnos todos nuevamente a gastar dinero del Estado para ver cómo se reanuda ese 
trabajo en el INDA. 


Todos los días pasamos penurias porque los trabajadores tienen descuentos de sus salarios, 
pero esos aportes no se vuelcan, y después terminamos pagando todos nosotros la problemática que 
causan estos malos empresarios. 


Venimos a pedir aquí que se forme un protocolo de contratación donde se realicen las 
verificaciones. Nosotros tenemos los convenios firmados en los Consejos de Salarios que están en la 
página del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, donde aparecen los laudos mínimos, y puedo decir 
que hay empresas que están licitando por debajo de ellos. Así es fácil ganar las licitaciones, porque 
después se enriquecen con el dinero de los trabajadores, ya que no hacen los aportes al Banco de 
Previsión Social, no vuelcan los descuentos que les hacen a los trabajadores, por ejemplo, por ANDA, 
sino que esas empresas se quedan con ellos. Como dijo un Senador aquí esto es un delito: es 
apropiación indebida. Les hemos dicho a los compañeros que fueran a hacer las denuncias, pero 
cuando van a la policía les dicen que es un problema laboral y, por lo tanto, lo tiene que resolver la 
Justicia Laboral. Entonces, a veces los trabajadores estamos embretados entre dos Justicias. 


Hemos venido aquí a ver cómo nos pueden ayudar con una Comisión en la que se fijen 
protocolos de procedimiento, a fin de que todo esto no ocurra más y podamos llevar adelante el tema 
de la mejor manera posible. 


SEÑOR RECALDE.- Buenas tardes. Mi nombre es Marcelo Recalde Cabrera, integro FUECYS y 
represento a trabajadores tercerizados en el Banco de Previsión Social. 


Lo que han manifestado los compañeros resume la gran problemática, pero la conclusión a 
que hemos llegado es que necesitamos un marco legal que termine con los inconvenientes. Es cierto 
que se puede recurrir al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o, cuando allí no se pueden resolver 
los problemas, se puede acudir al Poder Judicial, pero todos estos mecanismos son lentos y, además, 
los trabajadores no cuentan con la estructura adecuada para subsistir mientras se alcanzan las 
soluciones. El problema del Estado es crónico y se agrava; empezó hace muchos años y se ha 
mantenido hasta ahora. Por medio de la Ley de Tercerización se tranquilizó a los trabajadores al 
decirles que cuando hubiera un problema y la empresa se retirase, igualmente algún día iban a cobrar. 
En este sentido voy a citar el ejemplo de lo que vivimos nosotros en el año 2008 cuando se instauraron 
los Consejos de Salarios. Se llegó a un convenio, la empresa para la cual trabajamos vio los números 
y, a pesar de que los aumentos no eran nada del otro mundo, consideró que en esos términos no le 
servía trabajar con BPS y decidió irse. Llegó a esta conclusión porque BPS le dijo: “Si la empresa hizo 
un mal negocio, mala suerte. Nosotros no vamos a corregir las paramétricas. Arréglense ustedes con 
los trabajadores”. Esta fue la actitud del Banco de Previsión Social y nosotros estuvimos 
aproximadamente nueve meses para cobrar el ajuste salarial. Mientras transcurría ese tiempo, los 
trabajadores concurrían todos los días a las oficinas del BPS sin saber si ese era su último día de 
trabajo. Esto sucedía porque el BPS se llamó a silencio; no emitió ningún tipo de opinión y la empresa 
negociaba mes a mes si recibía el cheque del Banco de Previsión Social y si seguía o no. En 
determinado momento la empresa llegó a la conclusión de que la situación ya no le resultaba 
conveniente; debía analizar si tenía pérdidas y necesitaba una contestación. El tema se resolvió desde 
el punto de vista político porque el Presidente de la República del momento, el doctor Tabaré Vázquez, 
marcó ciertas directivas al Banco de Previsión Social. 


Insisto: la cuestión no se laudó porque existiera un marco legal sino por la voluntad de quien 
en ese momento era el Presidente de la República. Si hubiera sido por el Banco de Previsión Social, 
los trabajadores quedaban en la calle ya que la empresa, si no ganaba la licitación, no contrataba 
personal porque no tenía donde colocarlo. 


Atodo esto, no debemos olvidar que los trabajadores pasamos años en esta situación. En mi 
caso, por ejemplo, en un mes y medio cumpliré seis años en el Banco de Previsión Social. Hemos 
planteado al Directorio varios mecanismos para regularizar la situación, pero siempre nos hemos 
encontrado con las puertas cerradas y la única respuesta que hemos recibido ha sido: “No”. Esto 
sucede en muchos organismos, aunque no en todos. Hay algunos que, junto con los sindicatos, han 
marcado una forma de organización con los trabajadores que ya tienen muchos años cumpliendo 
tareas en la institución, circunstancia que les ha sido reconocida por los diferentes Directorios. 


Reitero: no contamos con un marco legal; lo que proponemos es que exista una modificación 
a la Ley de Tercerizaciones u otra disposición que rija estrictamente para las tercerizaciones dentro de 
los organismos públicos en términos generales. La idea es que estas empresas vayan saliendo del 
Estado y que éste cumpla con su función. Si alguien cumple funciones diarias en esos organismos, 
debe contar con las mismas condiciones, obligaciones y derechos. Hoy en día el Estado les pide a los 
trabajadores privados todas las obligaciones, pero no les otorga ningún derecho, ni siquiera el de la 
antigúedad porque, por ejemplo, un trabajador que pasó cuatro años en un organismo, al término del 
contrato pierde esa antigúedad. Si, en el mejor de los casos, asume otra empresa y opta por quedarse 
con el personal que estaba, ese trabajador comienza de cero. Es como si se tratase de un trabajador 
nuevo; pierde su antigúedad y, reitero, comienza de cero. 


Es obvio que ningún trabajador con esa inestabilidad puede formar una familia y proyectarse; 
además, pensemos en todos los problemas socioeconómicos que esto conlleva. Una nueva licitación 
también implica una baja salarial porque, por ejemplo, si hubo un aumento por antigúedad, se pierde. 
Los años pasan y tenemos gente que está trabajando en el Estado en forma tercerizada hace cinco, 


seis, diez o doce años, pero ¿qué pasa si mañana termina la tercerización y el organismo no provee 
ningún mecanismo para regularizar la situación? Que esas personas se quedan en la calle, sin trabajo, 
cuando de pronto tienen 30, 40 o 45 años y no estamos hablando de dos, diez o cien trabajadores, 
sino de miles. 


Se trata de trabajadores que están en la órbita del Estado y que, a veces, manejan 
información del organismo, que tienen experiencia de muchos años, pero parece que al Estado no le 
importa mucho si se van y viene gente nueva. 


Por otro lado, está el tema de la eficiencia. ¿Qué tanta eficiencia le provee al Estado un 
trabajador que se desempeña en una empresa donde constantemente entra y sale personal? Como lo 
dijeron los compañeros, estas empresas manejan salarios extremadamente magros, diríamos que los 
peores del mercado. Además, las personas que ingresan a ellas -el trabajador sabe que mañana se 
puede quedar sin trabajo- lo hacen de paso, hasta conseguir un empleo mejor. Por tanto, ingresa 
gente, aprende la función, trabaja dos, tres, cuatro o cinco meses, se va y entra personal nuevo. Esta 
situación se da en forma constante y eso no genera eficiencia. No vamos a hablar de temas técnicos 
porque para eso están los administradores y las escuelas de administración -que ya han hablado 
demasiado al respecto-, pero parece que el Estado ha estado indiferente al tema. 


Entendemos que sería interesante para una mejor eficiencia del Estado -algo de lo que se 
ha hablado muchísimo durante años y que no pasa por cambiar la reglamentación atinente a los 
funcionarios del Estado, puesto que la que existe es muy buena, pero ocurre que la mayoría de las 
veces no se cumple- que este capacitara mejor a sus trabajadores, motivándolos para la función que 
tienen que desempeñar. Hoy en día hay un gran porcentaje de los trabajadores del Estado que no son 
funcionarios estatales, sino privados. Entendemos que para cortar el tema de raíz -el compañero hablo 
de las ONG, de los centros CAIF, de los centros de salud que trabajan para la Intendencia, pero la lista 
es inmensa- habría que reglamentarlo a través de una ley en la que se establezca el marco en que 
debe actuar el Estado con estas empresas. Por eso, proponemos que se elabore un proyecto de ley 
para modificar la ley existente o crear una nueva si los técnicos lo creen conveniente, para generar un 
marco de trabajo. Pensamos que se pueden contratar empresas privadas por un determinado tiempo, 
pero en condiciones diferentes a las actuales, y después de cierto período, si las evaluaciones de los 
trabajadores son satisfactorias, el organismo que contrató se quedaría con ellos. Si el trabajador 
cumplió y está apto para la tarea, después de cierto tiempo de haber trabajado para el organismo, pero 
dependiendo de una empresa privada, el Estado los podría tomar. Habría que buscar el mecanismo 
para que fueran pasando, en forma paulatina, puestos del sector privado al público y, de esa manera, ir 
organizando el tema del Estado con los trabajadores del sector privado. Si se siguen generando 
reglamentaciones para resolver los problemas de cada organismo, se tendrá que armar una biblioteca 
legal para cada institución. El compañero Aisa planteó problemas de diversa índole: referentes a la 
salud, la enseñanza, la limpieza, la parte administrativos, etcétera. Todos tienen problemas realmente 
graves y me parece que no se puede legislar para cada situación en particular. Por eso entendemos 
que se podría generar un nuevo proyecto de ley que corte el problema de raíz. 


Por ahí va nuestra propuesta y es la razón por la cual pedimos la audiencia a esta Comisión. 
Queremos ver cómo se puede llegar a concretar un nuevo proyecto de ley para resolver esta 
problemática. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar paso a los integrantes de la Comisión, en función de algunas 
problemáticas que definieron, como falta de controles, la necesidad de un protocolo de tercerización o 
un marco legal, ausente para el tema de las tercerizaciones en el sector público, según lo que escuché 
de parte del último representante que hizo uso de la palabra, quiero decir que ustedes estarían 
tratando de que se comience la elaboración de un proyecto de ley para estos casos, específicos en el 
sector público. 


SEÑOR AISA.- Los privados se manejan, más que nada, por el artículo 5%, que dice que los lugares de 
trabajo tienen que regirse por los salarios y demás condiciones, según donde se trabaje. Eso está 
claro. Hay dificultades, porque hasta que los compañeros no se organizan, pueden pasar años, pero 
ahí está bastante claro. Lo que nosotros mejoramos un poquito en los consejos de salarios es que 
agregamos que no solamente corren los beneficios del consejo de salarios sino lo que hubiera en el 


sector. Dentro del sector hay beneficios que no son del consejo de salarios, sino de la empresa. Pero 
ahí es diferente, ya que las condiciones son mejores. Sin embargo, hay lugares donde están de por 
vida y esa es una cosa que está mal. Los trabajadores que, por ejemplo, se desempeñan en una 
empresa tercerizada, la aceitera Cousa -que es la única que hay- son menos que peones. Tienen un 
cargo de peón alternativo o algo así, no recuerdo la palabra. Hace seis, siete u ocho años que trabajan 
allí ininterrumpidamente, pero como tienen esa categoría de peones, ganan menos que un peón. Son 
compañeros que están dentro de la empresa y realizan diversas tareas de peones, y hasta atienden 
máquinas. A veces frenan, porque en la producción de mayonesa hay que frenar, o hay que limpiar en 
otro lado. Entonces, están siete, ocho o quince días afuera; en esos días no tienen seguro de paro; no 
saben si vuelven o si no trabajan. La empresa, por su parte, lo que ha hecho es tercerizar y tener otras 
empresas para generar discusiones entre los trabajadores de diferentes empresas, para que no se 
organicen, etcétera. Entonces, existe una política antisindical que perjudica a los trabajadores 
tercerizados que son privados. 


En las tercerizaciones del Estado no hay nada. Estamos en el Banco de Previsión Social, pero 
si queremos ver algo similar -como dice el artículo-, no hay nada. ¿Qué otra cosa hay en los privados? 
Nada. ¿Cómo comparamos para saber qué tiene que trabajar cada trabajador? Por supuesto que el 
Estado dice que no, porque no puede decir que tiene que cobrar y tener lo mismo que sus 
trabajadores. Nosotros no pudimos lograr que le pagaran lo mismo. Si le pagaran lo mismo, sería 
bárbaro, pero no es así. Dicen que quieren comparar con algo que hubiera, que no existe. Además, 
está el tema de que los trabajadores se encuentran en diferentes lugares. Tampoco tienen licencia. Si 
hacen una nueva licitación, se quedan sin licencia. Trabajan dos o tres años y tienen veinte o cuarenta 
días de licencia; pero resulta que después no tienen más. Como decía un compañero: no tienen 
antigúedad; y si la tienen, no la perciben, porque casi todas las antigúedades son de uno o dos años de 
permanencia en la empresa. 


Entonces, ¿qué es lo que se debe hacer? Creo que podríamos analizar todas las carencias y 
falencias que hay y que no solamente perjudican a los trabajadores sino también al propio Estado. 
Como han dicho los compañeros, hay empresas que no cumplen con los servicios y el Estado les 
rescinde los contratos, precisamente, por ese motivo. Por ejemplo, si son de limpieza, mezclan un litro 
de agua con un poquito de hipoclorito y, lógicamente, con eso no limpian nada, aparte de que los 
trabajadores no tienen ni guantes para trabajar y disponen de poco jabón, por lo que deben hacer 
malabarismos para higienizar los baños y demás. Sin embargo, a esas empresas las retiran y al poco 
tiempo están de vuelta con el mismo nombre o con otro. 


¿Cómo paramos esto? Pensamos que debe haber algún registro de las empresas que 
operan mal, que caen en estas faltas. Además, según creo, luego también deberíamos hacer varias 
cosas más para que se sepan estas realidades y que las patronales no las aprovechen en beneficio 
propio y de nadie más. 


Quiero decir también que en el PIT-CNT se conformó una Comisión que está tratando todos 
estos temas; pudimos aglutinar varios sindicatos y vamos a empezar a reunirnos a partir de la semana 
que viene. Sería bueno que algún Senador que quisiera participar y compenetrarse más en el tema se 
acercara al PIT-CNT; desde ya los invitamos, vamos a estar ahí para recibirlos y que conozcan qué es 
lo que pasa y qué están haciendo los trabajadores para poder revertir esta situación. 


SEÑOR PASQUET.- Quería preguntar a nuestros invitados si han planteado su inquietud en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -o a alguna otra autoridad pública o representante del Poder 
Ejecutivo-; supongo que habrán conversado del tema y que alguna respuesta deben haber obtenido, 
por lo que quisiera saber cuál fue. 


SEÑOR AISA.- En lo que nosotros tenemos que ver, que en particular es con el INAU, el Mides y 
algunas Intendencias, no hemos podido hablar ni siquiera una sola vez con algún jerarca de alguna 
institución. Sí hablamos con los abogados, a quienes les decimos que esto no puede ser; pero nos 
contestan que van a hacer algo pero no hay otra respuesta. 


Con AUPI hicimos una carta pidiendo una audiencia a las autoridades del INAU para tener 
una conversación entre la empresa y el sindicato, porque AUPI está pagando lo de los Subgrupos 16 y 


17 cuando corresponde lo del 20. Ellos lo único que hacen es un pasamano con la plata porque no se 
quedan con ella, tienen la intención de hacer las cosas bien. Nunca nos atendió el señor Ferrando-creo 
así se llama-; esto es así, por lo menos, desde hace dos años y pico. 


Y en lo que hace al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, dicen que sí, que eso está mal y 
que pague, pero la empresa no paga y después no hay otra que ir a juicio. Si las empresas de limpieza, 
de seguridad, etcétera, que se incluyen en todo el listado, se van y dejan a los trabajadores sin nada, 
vamos a juicio y paga el Estado. No existe una solución, salvo en algunos casos como, por ejemplo, en 
Salud Pública. Allí, cuando hay una nueva licitación queda el núcleo de los trabajadores porque la 
Federación de Salud Pública ha hecho un arreglo con los hospitales. Entonces el trabajador sigue 
quedando en el empleo aunque sea cobrando el salario mínimo porque no se puede pagar menos. 
Pero después no todos los trabajadores están registrados, muchos están en negro. No hablamos de 
uno sino de centenares y centenares de trabajadores de los hospitales que cumplen tareas en 
portería, limpieza, cocina, lavandería, tisanería, etcétera. Reitero que estamos hablando de centenares 
de trabajadores de los hospitales. 


¿Cómo se controla, entonces, que se cumpla con la reglamentación? Si bien se ha logrado 
que exista un salario mínimo y que los trabajadores mantengan su puesto de trabajo, al cambiar la 
empresa el funcionario pierde la antigúedad y la licencia generada en el último año. Si se trata de los 
mismos trabajadores, ¿por qué tienen que estar en una empresa privada? ¿Por qué no pueden 
pertenecer al Estado? ¿Por qué un hospital, un banco o un ministerio no pueden tener sus propios 
porteros o limpiadores, si se trata de trabajos tan dignos como cualquier otro? ¿Qué cuesta detenerse 
a pensar que el costo que conllevan las tercerizaciones es mayor a lo que el Estado les tendría que 
pagar a esos trabajadores si fuesen propios? Creo que al Estado le saldría más barato. Al mismo 
tiempo, se debería evitar que los organismos del Estado se llenaran, por ejemplo, de porteros, porque 
si hoy vamos a un ministerio, nos encontramos con tres porteros en un piso, dos en otro y así 
sucesivamente. ¿Por qué sucede eso? 


El Estado debería tener otra cabeza; debería enseñarles a los trabajadores a realizar otras 
tareas. Cuando el Estado contrata, por ejemplo, a determinados técnicos, ¿no podrían ellos capacitar a 
los otros trabajadores? Tal vez eso sea más complejo, pero hay cosas básicas que no deberían estar 
sucediendo, como que el Estado tenga puestos de trabajo y no los cubra con personal propio. Nosotros 
creemos que hay funcionarios calificados porque hace años que están en determinados puestos, y 
queremos que los mantengan allí. Sí estamos de acuerdo en que cuando hay que atender tareas 
esporádicas como, por ejemplo, la construcción de un galpón, se contrate a una empresa para que se 
encargue. 


Se ha dado el caso de compañeros de seguridad que tienen que estar en su puesto de trabajo 
durante ocho horas y que no descansan la media hora que les corresponde, pero si nosotros 
reclamamos, se la pagan doble, como hora extra. Está bien que así sea porque lo establece la ley. En 
muchos lugares esos trabajadores están cómodos, pero en otros deben estar parados durante las ocho 
horas. Hay compañeros de la limpieza a quienes sus propios mandos medios los tratan como negritos - 
ya sé que no podemos utilizar ese término-, con todo lo que sabemos que ello implica. No puede ser 
que la propia gente del Estado vea al resto de los trabajadores como si fueran de tercera o cuarta 
categoría. Esos trabajadores deben ser tratados como cualquier otro, razón por la cual queremos que 
esa situación cambie. En definitiva, si ellos tienen dificultades es porque la sociedad y el propio Estado 
no les han dado los elementos necesarios como para capacitarse y tener un trabajo mejor. Todos los 
trabajos son dignos; todos los trabajos deberían serlo. Y esa dignificación se la debemos dar nosotros 
mismos: los trabajadores y la sociedad. Pero si el Estado sigue tercerizando y haciendo que los 
compañeros trabajen en malas condiciones, no está dignificando ningún trabajo. 


SEÑOR FERRANDO.- A efectos de contestar la pregunta realizada por el señor Senador Pasquet, 
expresamos que nosotros cumplimos con la reglamentación que nos indica el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


Semanalmente fijamos reuniones con la Dirección Nacional de Trabajo, la Dinatra -podemos 
mostrar a los señores Senadores nuestra agenda-, a la que concurrimos por lo menos una vez al día a 
plantear esta problemática y otras más. Los representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad 


Social que se sientan con nosotros en la mesa tripartita son técnicos y les recomiendan a las empresas 
que cumplan con la ley. No hay una comunicación directa con la Inspección General del Trabajo si no 
es a través de un acta labrada por nosotros que expresamente diga que se le comunica al Inspector 
General del Trabajo la investigación de determinada problemática; si no es así, no se le informa. Una 
vez que se da entrada -para ir a mesa de entrada es necesario ingresar por la calle Juncal y no por 25 
de Mayo- a la problemática que tenemos, la inspección demora alrededor de dos o tres meses porque, 
como todos sabemos, no cuentan con el número suficiente de inspectores para atender todas las 
denuncias realizadas. Luego, lo máximo que puede suceder es que la empresa reciba una multa que 
termina pagando. 


Podemos citar el caso de una empresa conocida en el mercado -una tienda enorme de venta de ropa- 
que aparentemente no conoce la existencia de la ley de sindicalización o sus abogados no se la saben 
explicar, y se ha dedicado a pagar multas. En la medida en que lo hace, la empresa sigue sin tener 
sindicato. 


Yo trabajo en Hípica Rioplatense, y realizamos una denuncia de acoso sexual hace algo más 
de un mes. Transcurrieron los tiempos y ayer fue el Inspector, pero no sabía ni qué preguntarle a la 
muchacha; lo que hicieron fue revictimizarla. Entonces, hay toda una problemática y por eso nosotros 
venimos pidiendo protocolos de funcionamiento. 


Volviendo al tema de hoy, tenemos todos los insumos para determinar cuáles son los laudos 
que tienen que pagar y la descripción de tareas de cada uno. Queremos que se cumpla esto y que 
cuando se llame a licitación, nadie pueda licitar por debajo de los precios del laudo. Estamos viendo 
que a veces licitan sin contar ni siquiera una hora extra de más, cuando en estas empresas 
tercerizadas lo que funciona es la hora extra, porque para no contratar el personal que necesitan, 
pagan las horas extras -cuando las pagan- y se ahorran la mitad. De esa forma, el trabajo que tienen 
que hacer con 100 personas se realiza con 50. Por ejemplo, con la empresa de limpieza que está en el 
Palacio Legislativo, que ahora está por irse, ya hemos tenido líos y hemos presentado denuncias en el 
Ministerio y en todos lados. Los compañeros están hartos de denunciar que los baños que ustedes 
utilizan los limpian con 5 mililitros de agua Jane y 50 litros de agua. De manera que tiene que haber 
una Comisión que controle por lo menos los productos que se usan. 


SEÑOR DA ROSA.- Se me ocurre que deberíamos convocar a representantes del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, al señor Ministro, al señor Subsecretario y a representantes de la 
Inspección General del Trabajo para saber cómo ven la situación ellos, que son los que desempeñan 
esa función y esa tarea, y cómo se puede perfeccionar o mejorar el sistema de controles. 


Por otro lado, en cuanto a elaborar y modificar leyes, naturalmente que ese siempre es un 
camino, pero de nada sirve que hagamos nuevas leyes si después la Justicia no las aplica, porque 
todos sabemos que si una empresa no vuelca recursos que les retiene a los trabajadores, está 
cometiendo un delito, como dijo el señor Senador Pasquet. Y de nada sirve decir que este es un tema 
laboral, porque también es un tema penal, de manera que lo menos que se puede hacer es dar 
intervención a la Justicia Penal. En ese caso, naturalmente, es más complicado para todos nosotros 
intervenir, porque estamos ante otro Poder del Estado, que es independiente. En definitiva, me parece 
que a veces avanzamos, regulamos y hacemos más leyes, pero si no se cumplen y no se les da 
aplicación, no es mucho lo que logramos avanzar realmente en el terreno de los hechos. 


SEÑOR PASQUET.- Cuando preguntaba si habían planteado la cuestión al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, no me refería a problemas concretos con tal empresa o tal otra, sino al 
planteamiento general, porque nada impide que el Poder Ejecutivo o cada Ente Autónomo o Servicio 
Descentralizado en el ámbito de su actuación adopte, por ejemplo, el criterio de que cuando contratan 
personal a través de algunas de estas empresas van a aplicar el artículo 5* de esta ley, que dice que el 
trabajador va a tener todos los beneficios laborales que le corresponden, independientemente de que 
sea contratado a través de un subcontratista. Esto actualmente la ley no lo dice, porque el inciso 
segundo del artículo 1% comprende al sector público en el régimen de responsabilidad solidaria, pero 
aparentemente esto no está conectado con el artículo 5. Pero aunque la ley no lo diga, el Poder 
Ejecutivo podría, a través de la reglamentación o la decisión de los jerarcas, decir que va a seguir ese 


criterio. A eso iba cuando preguntaba si habían intentado convencer a las autoridades de actuar de 
esta manera. 


SEÑOR RECALDE.- Quiero decir que nosotros tuvimos una entrevista con Luis Romero, del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, para analizar un problema puntual que tuvimos. Asimismo, planteamos 
el tema en general y en ese momento nos dijeron que ellos se guiaban por la ley que está vigente y 
que el problema era el Estado. Justamente, el artículo 5% que mencionó el señor Senador Pasquet, que 
es muy polémico dice así: “Los trabajadores provistos por empresas suministradoras de empleo 
temporal no podrán recibir beneficios laborales inferiores a los establecidos por los laudos de los 
consejos de salarios, convenios colectivos o decretos del Poder Ejecutivo para la categoría que 
desempeñan y que corresponda al giro de actividad de la empresa donde los mismos prestan sus 
servicios”. Pregunto, porque no soy abogado, cuál es la interpretación que se hace de este artículo. 
Los trabajadores que prestan sus servicios en BPS, UTE y Antel, ¿cuáles serían esos beneficios, esos 
laudos que tienen que cobrar? Pregunto esto porque el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no 
sabe, no contesta. Esta es la realidad. Por eso yo digo que este problema se puede arreglar con una 
nueva ley -o una interpretación o reglamentación de la existente-, porque el Estado dice: “No; no son 
los laudos del BPS; tampoco son los de UTE ni los de Antel”. Entonces, ¿cuáles son? Lo que preguntó 
el señor Senador es lo mismo que dijo hace un momento el compañero: no hay un referente. Entonces, 
esto se presta para cualquier cosa. Quienes dirigen los entes, los organismos públicos, dicen: “Hay una 
ley de tercerización y está el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; nosotros no tenemos nada que 
ver”. Nosotros hemos golpeado las puertas del Directorio del Banco de Previsión Social -hay dos 
compañeros de ATSS que después, si quieren, podrán comentarlo-, donde fuimos recibidos por el 
señor Murro. Desde el año 2008 que conformamos el sindicato y las respuestas que hemos tenido  - 
salvo una reunión en ese momento con el Vicepresidente del Banco- fueron: “Ustedes no son 
funcionarios del Banco. Por lo tanto, no tienen nada que ver con nosotros. Hay una ley y una 
reglamentación, y el BPS cumple con el pliego de licitación.” Hay que ver lo que son los pliegos de 
licitación; si un estudio jurídico quiere hincarles el diente, ¡se hace un picnic! ¡Se ve cada cosa en los 
pliegos, que violan leyes a troche y moche! De todos modos, se siguen haciendo; se sabe que están 
mal, que se han pagado demandas por incumplimientos, ¡pero a los seis meses largan otra licitación 
con el mismo pliego y con los mismos errores! Este es un problema que no podemos solucionar porque 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no sabe qué hacer con esta interpretación ya que el Estado 
dice que no corresponde. Es decir que ahí tienen como una especie de vacío legal. Tal vez el camino 
sea la interpretación o la reglamentación de la ley; eso puede ser, si resultara efectivo. Por eso los 
convocamos a ustedes, señores Senadores, para ver si entre todos podemos encontrar una solución 
que corte de raíz con el problema, en lugar de empezar a hacer remiendos, porque es un problema 
muy amplio. 


Reitero que nosotros nos hicimos muchas preguntas sobre por qué este artículo 5” se 
interpreta de esta manera, pero nadie ha emitido opinión al respecto. 


SEÑOR LORIER.- En primer lugar, saludo a la delegación. 


En segundo término, quiero decir que para nosotros, ya desde el primer período de gobierno 
del Frente Amplio, ha sido muy importante el tema de la flexibilización y la desregulación laboral, como 
un elemento que era necesario abordar con rapidez y firmeza, porque entendimos que atacaba 
elementos esenciales de los derechos de los trabajadores. 


En tercer lugar, nos parece importante esta visita, que trajo al seno de esta Comisión -que 
para eso está- una problemática que desconocíamos. 


En cuarto término, nos parece muy importante el hecho que han mencionado acá, en el 
sentido de que se va a conformar una Comisión en el seno del PIT-CNT para tratar este problema, de 
manera tal que la misma central sindical, con toda su capacidad, pueda también colaborar. 


En quinto lugar, nos parece importante poder tener aquí la presencia de los integrantes del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para que nos den su visión respecto a esta problemática. 


En sexto término, también consultábamos con el señor Presidente sobre la posibilidad de 
que las autoridades de la Oficina Nacional del Servicio Civil pudieran estar presentes en esta Comisión 
para el abordaje de un tema que, repito, para nosotros es muy importante; diría que, para algunos -en 
ese sentido hablo a título personal-, es de principios. 


Muy sintéticamente, quiero decir que aquí se abre una nueva etapa de análisis de una 
temática en la que el Estado uruguayo, que ha legislado para mejorar algunas situaciones que existían 
en el Uruguay, debe ser ejemplo para el resto. Desde ese punto de vista no vamos a negar que nos 
preocupa que no sea así. 


Por tanto, luego que la delegación se retire, junto con los demás señores Senadores, veremos 
cuáles son las posibilidades de acción de esta Comisión para el abordaje de esta problemática. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De hecho, ya estábamos integrando este tema de las tercerizaciones en el 
sector público a la agenda que tenemos con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para ver 
cuáles son las alternativas que hay y analizar la nueva ley. 


Como dice el señor Senador Lorier, también podríamos recabar la opinión de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, que es la que realiza controles respecto de esto. 


SEÑOR PASQUET.- Deseo hacer una pregunta más. ¿Tienen una idea aproximada de la cantidad de 
gente que estaría comprendida en estas situaciones? 


SEÑOR EREDIA.- Nosotros vamos a responder en términos generales la pregunta del señor Senador 
Pasquet y, además, aprovecharemos para hacer algunas reflexiones. 


Cuando saludamos a esta Comisión comenzamos diciendo a partir de qué momento 
comenzó a producirse un proceso de desregulación laboral y cómo esto iba en contra de los derechos 
de los trabajadores. En nuestra intervención nosotros poníamos el acento en que, en definitiva, 
siempre termina pagando el Estado; lo que sucede al día de hoy con la Ley N* 18.099 es que cuando 
la empresa incumple, la Dirección Nacional de Trabajo, ante la convocatoria de las organizaciones 
sindicales, cita al organismo de que se trate, que termina pagando los atrasos. Voy a poner un ejemplo 
de algo ocurrido en las últimas 48 horas: ASSE acaba de pagar los salarios de los trabajadores de una 
empresa tercerizada ubicada en el Hospital Piñeyro del Campo y en el Hospital de Salto; y el INDA, 
dependiente del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, termina de hacer lo mismo con trabajadores 
que cumplen funciones en el mismo instituto. Cabe aclarar que en los tres casos se trata de la misma 
empresa; son trabajadores tercerizados en tres lugares distintos y el Estado termina poniendo el dinero 
a través de sus distintas dependencias. 


Lo que nosotros queremos, particularmente, es tratar la situación de los trabajadores de la 
actividad pública y sabemos que en esta discusión está subyacente el tema del tamaño del Estado -no 
le rehuimos-, porque con esto podemos agrandarlo. Pero, el problema es el siguiente: ¿no nos 
estaremos engañando los uruguayos cuando hablamos del tamaño del Estado? ¿La limpieza de los 
hospitales es una tarea especializada? ¿Se va a dejar de realizar en algún momento? ¿Los ascensores 
del Banco de Previsión Social van a dejar de funcionar en algún momento? ¿Se va a dejar de hacer la 
comida que preparan los trabajadores en el Instituto Nacional de Alimentación? ¿Los servicios en el 
Hospital Piñeyro del Campo se van a dejar de cumplir? 


Por esta razón, hablamos de puestos de trabajo que sean efectivos. Nos parece que 
después de cumplido determinado período, debería verse la manera en la cual esos trabajadores - 
entre otras cosas, para que no se pierda la experiencia- puedan incorporarse efectivamente a la 
institución en la que hasta ese momento estuvieron prestando servicios. Repito que allí existe una 
experiencia acumulada en lo que tiene que ver con el trabajo. Aclaro que no estamos diciendo que 
entren por la ventana, ni mucho menos. Hay instituciones del Estado, como el Banco de Previsión 
Social que cuando resolvió tomar para sí el servicio de Teleconsultas, los trabajadores que se 
encontraban trabajando en ese servicio que pertenecían a una empresa tercerizada, dieron concurso 
como cualquier hijo de vecino, y al día de hoy son funcionarios presupuestados. 


Somos conscientes de que, en el fondo, está toda esta discusión acerca del tamaño del 
Estado, pero hay una cuestión que es real y es que estas actividades -más tantas otras que nombraré 
para no extenderme en la enumeración- se van a seguir realizando. Nos parece que tiene que haber 
una coordinación interinstitucional desde el punto de vista del control. En definitiva, somos los 
trabajadores quienes hacemos las denuncias, como lo hicimos en el día de ayer ante el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


Debo decir que coincido con el señor Senador Pasquet en cuanto a que estamos ante un 
delito cuando una empresa paga con cheques sin fondos o no vuelca a quien corresponde lo que 
retiene a los trabajadores. Y al día de hoy, año 2013, sigue existiendo el problema de que cuando en 
algunos lugares queremos conformar una organización sindical, se sigue despidiendo a trabajadores 
por ese motivo. 


¿Qué es lo que pretendemos? Ayudar a encontrar una solución colectiva porque entendemos 
que es un problema de todos. Porque, ¿cuánto le paga el Estado a estas empresas que tercerizan 
servicios? Habría que sacar cuentas para saber si, en definitiva, contratar a un trabajador directamente 
no le sale menos al Estado. 


Como miembros del PIT-CNT que estamos convocando esta Comisión —-que comenzará a 
funcionar la semana entrante-, una de las cuestiones que tenemos en carpeta es que, a partir de todas 
las denuncias que tenemos de las distintas organizaciones sindicales, se conformará, tal cual lo 
resolvió el Congreso del PIT-CNT, un registro de empresas incumplidoras, como forma de hacer un 
aporte a esta solución, porque no solamente venimos a plantear un problema. Por eso nos parece que 
habría que darle una nueva mirada a todo esto en función de los tiempos que corren. 


Sin duda que al día de hoy la cifra de trabajadores en esta situación en la órbita del Estado es 
muy grande. Casi con seguridad, esta empresa que trabaja en el Hospital de Salto, en el Hospital 
Piñeyro del Campo y en el Instituto Nacional de Alimentación, es “crónica de una muerte anunciada”. 
Por este motivo, tendremos otro problema que será salir a defender los puestos de trabajo porque 
ciento ochenta compañeros quedarán en la calle, no solo porque se quedarán sin trabajo, sino porque 
en algunos casos la retención de ANDA que les realizó la empresa, no la volcó a ese lugar y, por tanto, 
se van a quedar descubiertos sus alquileres. Esto ya lo hemos mencionado. 


Con respecto a lo que preguntaba el Senador Pasquet debo decir que estamos hablando de 
una cifra significativa: alrededor de 500.000 trabajadores. Hay que entrar a sumar; todo el sector de 
limpieza y de seguridad de los hospitales está tercerizado. En el Banco de Previsión Social, la limpieza, 
los servicios generales -dentro de este servicio hablamos de ascensoristas, pero también hay un 
sinnúmero de trabajadores, cerca de cincuenta o sesenta que realizan servicios generales- y el 
traslado de documentación también es realizado por una empresa tercerizada. 


Como decía el compañero, estamos hablando de Antel, de UTE, de ANCAP. Cuando nos 
referimos a la tercerización en el ámbito público incluimos a todas las empresas estatales. Se trata, 
pues, de las empresas del Estado, de los servicios descentralizados, de ASSE, de Salud Pública, del 
propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, etcétera, etcétera. Es decir que no hay un lugar del 
Estado donde no haya alguna empresa que no esté brindando algún servicio tercerizado, por lo que la 
cantidad de trabajadores de que estamos hablando es enorme. Al día de hoy, en el Banco de Previsión 
Social están registrados alrededor de un millón y medio de trabajadores. 


Cuando hablamos de pérdida de derechos nos referimos a empresas que tienen trabajadores 
por los que aportan quince jornales y otros por un jornal cuando en realidad se trata del trabajo de todo 
el mes, pero el recibo muestra que es por uno o por quince jornales y por determinada cantidad de 
dinero. Obviamente, esa es su declaración y también allí hay cuestiones delictivas y demás. Pero el 
perjudicado en un principio es el trabajador que pierde derechos. 


Agradecemos a la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social por habernos recibido 
y por escuchar nuestros planteamientos, a fin de ver de qué manera podemos trabajar efectivamente 
para encontrar soluciones a este problema. 


Hoy hay un gobierno, mañana vendrá otro, pero el problema está sobre la mesa. Queremos 
dejar planteadas estas preguntas, que son cuestiones que al movimiento sindical lo hacen reflexionar a 
diario acerca de cuál es el rumbo del país. Nosotros somos conscientes de que este no es un tema 
privativo de los trabajadores, sino que en él debe estar involucrada toda la sociedad y, particularmente, 
los legisladores, porque creemos que esta Casa tiene que ser caja de resonancia de los problemas de 
los ciudadanos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros también pensamos que el Estado debe funcionar bien para ser 
garantía de la ciudadanía y una parte fundamental de esto es la participación de los trabajadores en 
todos los órdenes. Por ello todas estas iniciativas deben ir en ese sentido. Aquí se mencionaron 
problemas que tienen que ver no solamente con los derechos de los trabajadores, sino con los 
derechos de los ciudadanos a los que el Estado brinda esos servicios. Entonces, si esos servicios se 
están prestando por parte de esas empresas que incumplen, como dicen nuestros invitados, habrá que 
rever algunos aspectos. 


Asimismo, trasladaremos estas preocupaciones al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y 
a la Oficina Nacional del Servicio Civil, como planteó el señor Senador Lorier. 


Por otra parte, como ustedes ya comienzan a trabajar y a reunirse en la Comisión que 
mencionaron, solicitaríamos que nos enviaran una invitación y desde ya les digo que trataremos de 
estar allí. Además, les pediríamos que nos notificaran acerca de los avances que van logrando en 
dicho ámbito porque ello, sin duda, nos ayudará a encontrar una solución a esta problemática. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social agradece la presencia de los 
representantes de FUECYS, de ATSS y del PIT-CNT, con quienes tenemos un tema importante para 
trabajar juntos. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 24 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


